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Resumen: Este Comentario está destinada a analizar los principios del procedi-
miento administrativo en la que es la última y más reciente Ley reguladora del 
procedimiento administrativo en América Latina, que es la de la República Domi-
nicana, en la cual se ha recogido lo mejor de la tradición hispanoamericana en la 
materia. 
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Abstract: This article has the purpose of analyzing the principles governing the 
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I.  LA LEY DOMINICANA DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN LA 
LÍNEA GARANTISTA DE LAS LEYES DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATI-
VO DE AMÉRICA LATINA  

La Ley N° 107-17 de 6 de agosto de 2013 de la República Dominicana sobre el Proce-
dimiento Administrativo, es la última de las leyes reguladoras del procedimiento administra-
tivo que se han sancionado en América Latina.1 Por ello, se trata de un cuerpo normativo que 
en cierta forma se ha podido nutrir de la vasta experiencia en la materia desarrollada en nues-
tros países durante los últimos cuarenta años, desde que se dictó, en 1972, en la Argentina, la 
Ley 19.549 de Procedimientos Administrativos, que fue posteriormente reformada por la Ley 
21.682.2  

                                            
1  En general, sobre las leyes de procedimiento administrativo en América Latina, véase Allan 

R. Brewer-Carías, Principios del Procedimiento Administrativo en América Latina, Universidad del 
Rosario, Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, Editorial Legis, Bogotá 2003; y nuestro trabajo: 
“Principios del Procedimiento Administrativo. Hacia un estándar continental,” en Christian Steiner (Ed), 
Procedimiento y Justicia Administrativa en América Latina, Konrad Adenauer Stiftung, n F. Konrad 
Adenauer, México 2009, pp. 163-199. 

2  Sobre la Ley argentina nuestros comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “La Ley de Procedi-
mientos Administrativos de Argentina de 1972 en el inicio del proceso de positivización de los princi-

 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 135/2013 

 

58 

En efecto, luego de esa ley pionera, se dictó en Uruguay, en 1973, el Decreto Ley 640, 
sobre Procedimientos Administrativos, que luego fue sustituido por el Decreto 500 de 1991 
sobre Normas Generales de Actuación Administrativa y Regulación del Procedimiento en la 
Administración Central. Un lustro más tarde, en 1978, se sancionó en Costa Rica la Ley 
General de la Administración Pública, en la cual, además del procedimiento administrativo, 
se regularon materialmente todos los aspectos esenciales del régimen del derecho administra-
tivo3. Posteriormente, en 1981, se dictó la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos 
de Venezuela;4 y unos años más tarde, en 1984, se reformó el Código Contencioso Adminis-
trativo de Colombia, agregándosele precisamente el Libro I sobre Procedimientos Adminis-
trativos; Código que ha sido reformado recientemente mediante Ley 1437 de enero de 2011, 
en la cual quedó con la denominación nueva de “Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo.” Posteriormente, en 1987, se dictó en Honduras la Ley de 
Procedimiento Administrativo; y luego de un período de casi diez años, en 1994, en México 
se dictó la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. En ese mismo año, se dictó en 
Ecuador, el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (Decreto 
Ejecutivo 1634 de 1994), que reguló aspectos del procedimiento administrativo; y años des-
pués, en 1999, se sancionó en el Brasil la Ley 9.784 que regula el proceso administrativo en 
el ámbito de la Administración Pública Federal. Posteriormente, en 2000, se dictó en Pa-
namá, la Ley N° 38 contentiva del Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administra-
ción, que regula el Procedimiento Administrativo General; y al año siguiente, en 2001, se 
sancionó en el Perú, la muy importante Ley 27.444 del Procedimiento Administrativo Gene-
ral,5 la cual tuvo su antecedente remoto en el Decreto Supremo 006-67-56 de 1967 el cual, 
aún cuando de rango parlamentario, puede considerarse como el primer cuerpo normativo en 
la materia en América latina.  

                                            
pios del procedimiento administrativo en América Latina,” en Héctor M. Pozo Gowland, David A. 
Halperin, Oscar Aguilar Valdez, Fernando Juan Lima, Armando Canosa (Coord.), Procedimiento Admi-
nistrativo. Tomo II. Aspectos generales del procedimiento administrativo. El procedimiento Administra-
tivo en el derecho Comparado, Buenos Aires 2012 

3  Sobre la Ley costarricense véase nuestros comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “Comenta-
rios sobre los principios generales de la Ley General de la Administración Pública de Costa Rica” en 
Revista del Seminario Internacional de Derecho Administrativo, Colegio de Abogados de Costa Rica, 
San José 1981, pp. 31-57; y en “Comentarios sobre los principios generales de la Ley General de la 
Administración Pública de Costa Rica” en Revista Internacional de Ciencias Administrativas, Vol. 
XLVIII, Institut International des Sciences Administratives, Bruselas 1982, Nº 1, pp. 47-58. 

4  Sobre la ley venezolana véase nuestros comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “Comentarios 
a la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos,” en Revista de Derecho Público, Nº 7, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, julio-septiembre 1981, pp. 115-117; “Comentarios sobre el alcance y 
ámbito de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos en Venezuela,” en Revista Internacional 
de Ciencias Administrativas, Vol. XLIX, Nº 3, Institut International des Sciences Administratives, 
Bruselas 1983, pp. 247-258; “Introducción al régimen de la Ley Orgánica de Procedimientos Adminis-
trativos”, en Allan R. Brewer-Carías et al., Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, Colección 
Textos Legislativos, N° 1, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1981, pp. 7-51; y El derecho adminis-
trativo y la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos. Principios del procedimiento administra-
tivo, Editorial Jurídica Venezolana, 6ª edición ampliada, Caracas 2002. 

5  Sobre la Ley peruana véase nuestros comentarios en Allan R. Brewer-Carías, “La regulación 
del procedimiento administrativo en América Latina (con ocasión de la primera década de la Ley N° 
27.444 del Procedimiento Administrativo General del Perú 2001-2011),” en Derecho PUCP, Revista de 
la Facultad de Derecho, N° 67, El procedimiento administrativo a los 10 años de entrada en vigencia 
de la LPAG, Fondo Editorial, Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima 2011, pp. 47-77 
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Finalmente, antes de la Ley de la República Dominicana, se dictaron, en 2002, la Ley 
2341 de Procedimiento Administrativo de Bolivia, y en 2003, la Ley Nº 19.880 de Procedi-
mientos Administrativos de Chile. 

Todas esas leyes, sin duda, tuvieron en una forma u otra alguna influencia de la legisla-
ción española, a través de las ya derogadas Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado de 1957 y Ley de Procedimientos Administrativos de 1958, las cuales fueron sustitui-
das por la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común (modificada por Ley 4/1999 de 13 de enero de 1999), la cual, 
por su parte, también puede decirse que influyó en la redacción de la Ley de la República 
Dominicana. 

El signo característico de todas esas leyes ha sido, en los respectivos países, el cambio 
del balance entre los poderes y prerrogativas de la Administración y los derechos y garantías 
de los administrados, lo que ahora recoge expresamente la Ley Dominicana en su artículo 1, 
al definir que su objeto es: “regular los derechos y deberes de las personas en sus relaciones 
con la Administración Pública, los principios que sirven de sustento a esas relaciones y las 
normas de procedimiento administrativo que rigen a la actividad administrativa,” y por tanto, 
no sólo regular poderes y prerrogativas de la Administración. Como se expresó con claridad 
en el “Considerando Décimo Primero” de la Ley:  

“Que conforme ha tenido ocasión de apuntar reputada doctrina administrativa de América 
Latina, hasta la aparición de las leyes de procedimiento administrativo “casi todos los pode-
res, potestades y derechos habían estado en manos de la Administración, con muy pocos de-
beres y obligaciones frente al particular; y el administrado, lo que había encontrado normal-
mente ante la Administración, eran solo situaciones de deber, de sujeción, de subordinación, 
sin tener realmente derechos, ni tener mecanismos para exigir la garantía de su derecho”.6 

En todo caso, fue a partir de esas leyes que el acento se puso progresivamente de parte 
de los derechos y garantías de los administrados frente a la Administración, pudiendo consi-
derarse la Ley No. 107-17 de la República Dominicana, como la culminación de un proceso 
de avance, habiendo quedado signada con un muy acentuado acento garantista de los dere-
chos de los administrados, basado en la consideración de que “el modelo del Estado Social y 
Democrático de Derecho transformó la naturaleza de la relación entre la Administración 
Pública y las personas” (“Considerando Segundo”). Es con base en ello, además, que en el 
“Considerando Cuarto” de la Ley, se afirma que: 

“en un Estado Social y Democrático de Derecho los ciudadanos no son súbditos, ni ciudada-
nos mudos, sino personas dotadas de dignidad humana, siendo en consecuencia los legítimos 
dueños y señores del interés general, por lo que dejan de ser sujetos inertes, meros destinata-
rios de actos y disposiciones administrativas, así como de bienes y servicios públicos, para 
adquirir una posición central en el análisis y evaluación de las políticas públicas y de las de-
cisiones administrativas.” 

                                            
6  La cita proviene de nuestros trabajos: Allan R. Brewer-Carías, “Introducción al régimen de la 

Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”, en el libro Allan R. Brewer-Carías et al.,  Ley Orgá-
nica de Procedimientos Administrativos, Colección Textos Legislativos, N° 1, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 1981; y “Régimen general del procedimiento administrativo en la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos de Venezuela de 1981,” en el libro en Héctor M. Pozo Gowland, David 
A. Halperin, Oscar Aguilar Valdez, Fernando Juan Lima, Armando Canosa (Coord.), Procedimiento 
Administrativo. Tomo II. Aspectos Generales del Procedimiento Administrativo. El Procedimiento 
Administrativo en el Derecho Comparado, Buenos Aires 2012. 
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El acento garantista de la posición de los administrados frente a la Administración, por 
supuesto, no sólo origina la consagración en la Ley de los derechos y garantías de los admi-
nistrados que aquella está obligada a respetar, sino la transformación de la propia Adminis-
tración, la cual se somete a estar al servicio del ciudadano. Es decir, como se afirma en el 
“Considerando Décimo Segundo” de la Ley: 

“Que la redimensión de los derechos fundamentales de las personas conlleva la inclusión de-
ntro de los mismos de un derecho fundamental a una buena administración, que no se mani-
fiesta exclusivamente para las garantías jurídicas de las personas, sino que se orienta funda-
mentalmente en el aumento de la calidad de los servicios y actividades que realiza la Admi-
nistración Pública, así como en el derecho de las personas de ser indemnizados a consecuen-
cias de las lesiones a sus bienes o derechos ocasionadas por una actuación antijurídica de la 
Administración o en los casos de actuación regular cuando se ocasione un sacrificio parti-
cular.” 

La Ley, en este marco, regula los elementos básicos del procedimiento administrativo, 
que en definitiva son los relativos al debido proceso en sede administrativa, estableciendo 
como principio (de debido proceso) que “Las actuaciones administrativas se realizarán de 
acuerdo con las normas de procedimiento y competencia establecidas en la Constitución y las 
leyes, con plena garantía de los derechos de representación, defensa y contradicción,” con la 
obligación expresa de la Administración de “Garantizar el debido proceso del procedimiento 
o la actuación administrativa de que se trate” (art. 6.4). Ese debido proceso se establece, por 
supuesto, como garantía del “derecho a la tutela administrativa efectiva” que proclama el 
artículo 3.22 de la ley, y que se complementa con el deber de la Administración de “Fomen-
tar la tutela administrativa efectiva”(art. 6.1). 

En ese contexto de derechos de los administrados y deberes de la Administración, se re-
gula entonces el procedimiento administrativo en la Ley con el objeto de ”establecer aquellas 
normas comunes a los procedimientos administrativos que procuran el dictado de resolucio-
nes unilaterales o actos administrativos que afectan a los derechos e intereses de las personas, 
ya impliquen, entre otros, permisos, licencias, autorizaciones, prohibiciones, concesiones, o 
resolución de recursos administrativos o la imposición de sanciones administrativas y en 
general, cualquier decisión que pueda dictar la Administración para llevar a cabo su actividad 
de prestación o limitación” (art. 15).  

Para garantizar la tutela judicial efectiva y el debido proceso, la Ley, ante todo, reafirma 
la necesidad del sometimiento de la Administración al ordenamiento jurídico, habiendo que-
dado expresado en el “Considerando Tercero” de la Ley, el principio de que “la Administra-
ción Pública debe actuar al servicio objetivo del interés general,” o como lo indica el artículo 
3, “la Administración Pública sirve y garantiza con objetividad el interés general”, “espe-
cialmente en sus relaciones con las personas,” siempre mediante “su sometimiento pleno al 
ordenamiento jurídico del Estado.” Ello implica, por tanto, que la actuación de la Adminis-
tración siempre tiene que desarrollarse “en el marco del respeto al ordenamiento jurídico en 
su conjunto,” (art. 3),que se resume en la ley como “Principio de juridicidad”, “en cuya vir-
tud toda la actuación administrativa se somete plenamente al ordenamiento jurídico del Esta-
do.”(art. 3.1). 

Para asegurar ese sometimiento, esta ante todo el principio de la competencia, que en el 
artículo 3.10 de la Ley se denomina como “Principio de ejercicio normativo del poder,” con-
forme al cual, la “Administración Pública ejercerá sus competencias y potestades dentro del 
marco de lo que la ley les haya atribuido, y de acuerdo con la finalidad para la que se otorga 
esa competencia o potestad, sin incurrir en abuso o desviación de poder, con respeto y obser-
vancia objetiva de los intereses generales.” Se fijan así los parámetros del ejercicio de la 
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competencia, conforme a la finalidad perseguida por la norma atributiva de la misma, con-
sagrándose expresamente el vicio de “desviación de poder” que afecta los actos administrati-
vos cuando la competencia del funcionario para dictarlos se usa para el logro de otros fines 
distintos.  

La consecuencia del principio de la competencia es que sólo pueden ser válidos, los ac-
tos administrativos “dictados por órgano competente, siguiendo el procedimiento establecido 
y respetando los fines previstos por el ordenamiento jurídico para su dictado” (art. 9). Al 
contrario, los actos administrativos se consideran inválidos, con vicios de dos tipos:  

Primero, los vicios que acarrean la nulidad “de pleno derecho” que son los que derivan 
de actos que “subviertan el orden constitucional” o “vulneren cualquiera de los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución” (art 14). Además, también son  nulos de 
pleno derecho, los actos administrativos “dictados por órgano manifiestamente incompetente 
o prescindiendo completamente del procedimiento establecido para ello; los carentes de 
motivación, cuando sea el resultado del ejercicio de potestades discrecionales;  los de conte-
nido imposible;  los constitutivos de infracción penal y los que incurran en infracciones san-
cionadas expresamente con nulidad por las leyes” (art.14). 

Igualmente en el artículo 30.I de la Ley, se considera, “nulas de pleno derecho las nor-
mas administrativas, los planes o programas aprobados por la Administración que vulneren la 
Constitución, las leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regu-
len materias reservadas a la ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones san-
cionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. En razón del procedimiento, 
incurrirán en nulidad de pleno Derecho la infracción o desconocimiento de los principios o 
reglas aplicables a la elaboración de reglamentos, planes o programas de alcance general, que 
se regulan en el Artículo 31 de la Ley. Conforme a ello, por tanto, sería nula de pleno dere-
cho el ejercicio de la potestad sancionatoria que se ejerza sin habilitación legal expresa, es 
decir, vulnerando la reserva legal que existe en la materia (art. 35) 

Segundo, lo vicios que acarrean la anulabilidad de los actos administrativos que se pro-
ducen cuando “incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico; los que vulneren 
las normas de procedimiento; los que carezcan de motivación suficiente en el ejercicio de 
potestades administrativas regladas; y los que se dicten en desviación de poder por cuanto 
aun respetando las formas externas de su producción se aparten del fin para el que se otorgó 
la potestad” (art. 30.II). 

II. EL RÉGIMEN GARANTISTA DEL DERECHO DE PETICIÓN ADMINISTRATIVA 

Conforme al artículo 22 de la Ley, el procedimiento administrativo se puede iniciar de 
oficio o a instancia de parte interesada, siendo este último caso, la manifestación más concre-
ta del derecho constitucional de petición que todas las personas tienen en relación con la 
Administración. Ello, por lo demás, se declara en la Ley expresamente, como derecho de los 
administrados, al preverse el “derecho a presentar por escrito peticiones” (art. 4.5); y como 
deber de la Administración, el de “facilitar la presentación de las peticiones a las perso-
nas”(art. 6.6). 

A tal efecto de ejercer el derecho de petición, el artículo 17 la Ley identifica como inte-
resados en el procedimiento administrativo a “quienes lo promuevan como titulares de dere-
chos o intereses legítimos individuales o colectivos.” A los efectos de la actuación en el pro-
cedimiento administrativo de las asociaciones y organizaciones representativas de intereses 
económicos y sociales, en la ley se las considera como “titulares de intereses legítimos colec-
tivos.” 
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En todo caso, durante el curso del procedimiento, a los efectos de la actuación de las 
partes, en mismo, artículo 17 identifica también como interesados en el procedimiento admi-
nistrativo a quienes “sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos o intereses que 
puedan resultar afectados por las decisiones que se adopten en el mismo; aquellos cuyos 
intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución e 
intervengan en el procedimiento en tanto no se haya dictado resolución definitiva.”  

El derecho de petición por los interesados, y toda actuación de estos en el procedimiento 
puede ejercerse “a través de representante”, lo que la Ley declara con derecho de los adminis-
trados (art. 4.29); estableciendo el deber correlativo de la Administración de “facilitar la 
actuación de las personas que lo deseen a través de representante en los procedimientos ad-
ministrativos” (art. 6.26). El tema de la representación se desarrolla, además, en el artículo 18 
de la Ley, al reiterar que los interesados pueden “actuar por medio de representante con capa-
cidad de obrar, dejando constancia formal de tal representación mediante comparecencia o 
cualquier otro medio válido en derecho.” En todo caso, la falta de acreditación de la represen-
tación es “subsanable en el plazo de diez días, permitiéndose provisionalmente la interven-
ción del representante bajo la condición de subsanación del defecto.” 

Junto con la petición, los interesados deberán presentar toda la documentación necesaria 
para soportarla, teniendo e derecho, sin embargo, a “no presentar documentos que ya obren 
en poder de la Administración Pública o que versen sobre hechos no controvertidos o no 
relevantes” (art. 4.7). Ello se corrobora en la norma relativa a los deberes de la Administra-
ción al prescribir que la misma debe “resolver sin necesidad de solicitar documentos a las 
personas que obren en poder de la Administración Pública” (art. 6.8). 

En la ley también se consagra como derecho de los administrados en de obtener “copia 
sellada de los documentos que presenten a la Administración Pública” (art. 4.22), estando la 
Administración obligada en la propia ley a “entregar copia sellada de los escritos presentados 
por los ciudadanos” (art. 6.20). 

El ejercicio del derecho de petición por parte de los administrados, por otra parte, origi-
na otros deberes a cargo del personal al servicio de la Administración, como el de “asesorar a 
las personas sobre la forma de presentación de las solicitudes y su tramitación” (Principio de 
asesoramiento) (3.16.). Ello implica que en el caso de que la solicitud formulada con la peti-
ción no contenga los requisitos exigidos en la ley para las mismas, el órgano competente está 
obligado a poner ello en conocimiento del interesado para que en un plazo de diez días pueda 
subsanar las carencias (art. 23.IV). Por lo demás, de acuerdo con el artículo 23.V de la ley, 
los funcionarios no pueden “negarse a recibir una petición,” aún cuando deban advertir al 
interesado de cualquier omisión que hubiese constatado.” 

III.  EL RÉGIMEN GARANTISTA DEL DERECHO AL DEBIDO TRÁMITE EN EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

De acuerdo con el artículo 7.5 de la Ley, entre los deberes que tiene el personal al servi-
cio de la Administración Pública en relación con las personas que ante ella acudan en el 
marco de cualquier procedimiento o actuación administrativa, está el de “tramitar las peticio-
nes que lleguen por cualquier medio razonable.”  

Hay por tanto, un derecho administrativo de los interesados al debido trámite del proce-
dimiento administrativo, que debe desarrollarse, ante todo, en un marco de buena fe, “en cuya 
virtud, las autoridades y los particulares presumirán el comportamiento legal de unos y otros 
en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes. (art. 3.14). El principio de la buena 
fe no sólo obliga, por tanto, a la Administración sino también a los administrados en sus 
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relaciones con la Administración Pública, de manera que conforme se prevé expresamente en 
el artículo 5.2 de la Ley, los mismos están obligados a “actuar de acuerdo con el principio de 
buena fe, absteniéndose de emplear maniobras dilatorias en los procedimientos, y de efectuar 
o aportar, a sabiendas, declaraciones o documentos falsos o hacer afirmaciones temerarias, 
entre otras conductas.” Además, conforme al “principio de ética” tanto el personal al servicio 
de la Administración Pública, como las personas en general, deben “actuar con rectitud, 
lealtad y honestidad” (art. 3.21). 

En este marco general es que debe desarrollarse el trámite en el procedimiento adminis-
trativo, que debe regirse por el “principio de facilitación”, el cual, conforme al artículo 3.18 
de la Ley, implica que las personas deben encontrar “siempre en la Administración las mayo-
res facilidades para la tramitación de los asuntos que les afecten, especialmente en lo referen-
te a identificar al funcionario responsable; a obtener copia sellada de las solicitudes; a cono-
cer el estado de tramitación; a enviar, si fuera el caso, el procedimiento al órgano competente;  
a ser oído y a formular alegaciones o a la referencia a los recursos susceptibles de interposi-
ción.” 

Por su parte, en cuanto a la Administración la misma está obligada a “adoptar decisiones 
bien informadas” por lo que el procedimiento administrativo “constituye el instrumento para 
la obtención y el tratamiento de la información necesaria para adoptar la mejor decisión de 
que se trate en cada caso.”Por ello, el artículo 26 de la ley autoriza a la Administración a 
recabar de oficio “todas las pruebas necesarias para adoptar la mejor decisión, en resguardo 
del derecho de los interesados” (art. 26). 

Otro de los principios generales regulados en la Ley que deben guiar el trámite debido 
del procedimiento administrativo, es el que deriva del derecho a la igualdad y a la imparciali-
dad.  

Conforme al “principio de igualdad de trato” “las personas que se encuentren en la 
misma situación deben ser tratadas de manera igual, “garantizándose, con expresa motivación 
en los casos concretos, las razones que puedan aconsejar la diferencia de trato” (art. 3.5).  

Conforme al principio de imparcialidad, la Administración está obligada a prestar un 
“servicio objetivo a las personas” en el sentido de que en todas las actuaciones administrati-
vas, que debe concretarse en el respeto a los derechos fundamentales de las personas, se 
proscriben las actuaciones administrativas “que dependan de parcialidades de cualquier tipo” 
(art. 3.2). En particular sobre esto, se define en la Ley como principio rector del procedimien-
to, el “principio de imparcialidad e independencia” que impone al personal al servicio de 
la Administración Pública el deber de:  

“abstenerse de toda actuación arbitraria o que ocasione trato preferente por cualquier motivo 
y de actuar en función del servicio objetivo al interés general, prohibiéndose la participación 
de dicho personal en cualquier asunto en el que él mismo, o personas o familiares próximos, 
tengan cualquier tipo de intereses o pueda existir conflicto de intereses” (art. 3.11). 

El principio se concreta además en el artículo 19 de la Ley al regularse lo que se deno-
mina la “objetividad de los órganos,” prohibiéndose a las autoridades y funcionarios el poder 
“participar en el dictado de un acto administrativo cuyo contenido afecte a sus intereses per-
sonales o los de las personas con las que mantienen una relación de consanguinidad, paren-
tesco, amistad, enemistad o servicios profesionales.”  

En esos casos de causas de abstención, la ley impone al funcionario la obligación de in-
hibirse (art. 19.)); pero la Ley establece, además, los necesarios mecanismos para que los 
interesados puedan recusar a los funcionarios que puedan estar incursos en dichos motivo de 
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abstención (art. 19.II); y además, puedan “solicitar a los tribunales la paralización de aquellos 
procedimientos en los que el incumplimiento del deber de objetividad contamine de forma 
más evidente los posibles resultados” (art. 19.IV). 

En todo caso, la participación en un procedimiento de funcionario o autoridad incurso 
en potencial conflicto de intereses, conforme se establece en el artículo 19.III de la Ley, da 
lugar a la nulidad del acto si no se motivan adecuadamente las razones que justifican su no 
abstención o el rechazo de la recusación (art. 19.III). 

Otro aspecto que regula la Ley para la garantía de trámite debido del procedimiento ad-
ministrativo, es el relativo al manejo del “expediente administrativo” en torno al cual gira 
precisamente todo el trámite administrativo. Dicho expediente administrativo se define como 
el “conjunto de documentos en cualquier tipo de soporte, incluyendo los electrónicos, indi-
ciados y ordenados cronológicamente por la Administración sobre un asunto determinado” 
(art. 21); estando la Administración obligada a “habilitar espacios idóneos para la consulta de 
expedientes y documentos, así como para la atención ordenada y cómoda de las personas” 
(art. 7.8). La Administración está además, obligada, en general, a “disponer de archivos, 
registros y base de datos administrativos físicos o digitales, debidamente ordenados y actuali-
zados que permita el acceso sencillo para las personas” (art. 6.19, con la consagración del 
correlativo derecho de los interesados “a una ordenación racional y eficaz de los archivos, 
registros y bases de datos administrativos físicos o digitales” (art. 4.20). 

Los interesados, por supuesto, respecto del expediente administrativo, tienen ante todo 
el derecho de acceso al mismo para la defensa de sus derechos, aún cuando “en el marco del 
respeto al derecho a la intimidad” de las personas, y a “las declaraciones motivadas de reser-
va” que puede adoptar la Administración respecto de documentos que en todo caso deben 
“concretar el interés general al caso concreto” (art. 4.19). En cuanto a lo primero, el artículo 
3.20 de la Ley establece como principio del procedimiento administrativo, el “principio de 
protección de la intimidad,” imponiéndole al personal al servicio de la Administración Públi-
ca que maneje datos personales, la obligación de respetar “la vida privada y la integridad de 
las personas, prohibiéndose el tratamiento de los datos personales con fines no justificados y 
su transmisión a personas no autorizadas.” Y en cuanto a lo segundo, el artículo 3.7 de la Ley 
autoriza a la Administración a decidir el establecimiento las “reservas que por razones acredi-
tadas de confidencialidad o interés general sea pertinente en cada caso.” 

En el trámite del procedimiento administrativo, también se consagra en la Ley el dere-
cho de los interesados de “conocer el estado de los procedimientos administrativos que les 
afecten” (art. 4.26), que impone a la Administración la obligación correlativa de “informar 
periódicamente del estado de la tramitación de los procedimientos” (art. 4.23). Para asegurar 
el ejercicio de este derecho, la Ley consagra además, el derecho de los interesados “a conocer 
el responsable de la tramitación del procedimiento administrativo” (art. 4.25), con la correla-
tiva obligación de la Administración de “identificar al responsable de la resolución del pro-
cedimiento administrativo de que se trate” (art. 6.22). 

Por último debe mencionarse en el debido trámite del procedimiento administrativo, la 
consagración específica del derecho de los administrados a participar en el procedimiento de 
elaboración de reglamentos administrativos, planes y programas de alcance general, al consa-
grarse, no sólo la posibilidad de iniciativa privada para “presentar el correspondiente ante-
proyecto de reglamento, de plan o programa,” siempre que “la legislación sectorial” así lo 
haya establecido (art. 31.1); sino el derecho de los ciudadanos de presentar alegaciones que 
siempre deben ser “tenidas en cuenta para hallar la mejor solución posible en el reglamento, 
plan o programa” (art. 31.3). La Ley consagra además, específicamente, el derecho de los 
ciudadanos “directamente afectados en sus derechos e intereses” por el acto normativo, de 
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participar directamente o a través de las asociaciones que los representen, en la “audiencia” 
que la Administración está obligada a convocar, y que debe realizarse “en todo caso antes de 
la aprobación definitiva del texto reglamentario, plan o programa cuando puedan verse afec-
tados en sus derechos e intereses legítimos. (art. 31.4). Ello, sin perjuicio de la obligación que 
tiene la Administración de garantizar el derecho del público en general de participar en la 
elaboración del texto normativo, “con independencia de que se vea o no afectado directamen-
te por el proyecto de texto reglamentario, plan o programa,” antes de la aprobación definitiva 
salvo texto legal (art. 31.5). 

En estos casos, exige el artículo 31.6 de la Ley, que tanto la audiencia de los interesa-
dos, como la participación del público en general que se produzcan en el seno del procedi-
miento de elaboración de los reglamentos administrativos, planes y programas de alcance 
general, pueden extenderse también a los momentos iniciales o de elaboración de las priori-
dades y esquemas del borrador, así como a la fase de seguimiento y supervisión, una vez 
aprobado el texto reglamentario, plan o programa. 

IV. EL RÉGIMEN GARANTISTA DEL DERECHO A LA DEFENSA: EL DERECHO A 
SER OÍDO Y EL DERECHO A FORMULAR ALEGACIONES Y RECURSOS 

La esencia de la regulación del procedimiento administrativo, desde el punto de vista de 
la garantía de los derechos de los administrados, está en garantizar el derecho a la defensa 
que es el nódulo de la garantía del debido proceso, y que implica el derecho a ser oído y a 
formular alegaciones y pruebas. Por ello, entre los primeros derechos de los administrados 
que se declaran expresamente en la Ley, están los siguientes:  

Primero, el derecho a ser “notificado por escrito o a través de las nuevas tecnologías de 
las resoluciones que les afecten en el más breve plazo de tiempo posible, que no excederá de 
los cinco días hábiles” (art. 4.27), con el correlativo deber de la Administración de “notificar 
por cualquier medio eficaz a las personas de las resoluciones que les afecten en el más breve 
plazo de tiempo posible, que no excederá de los cinco días” (art. 6.24). 

Segundo, el “derecho a ser oído siempre antes de que se adopten medidas que les pue-
dan afectar desfavorablemente” (art.4.8), con el correlativo deber de la Administración de 
“oír siempre a las personas antes de que se adopten resoluciones que les afecten desfavora-
blemente” (art. 6.9). 

Tercero, el “derecho a formular alegaciones en cualquier momento del procedimiento 
administrativo” (art. 4.15), con el correlativo deber de la Administración de “facilitar  la  
formulación  de  alegaciones  por  parte  de  las  personas  en  cualquier momento del proce-
dimiento o actuación administrativa de que se trate”(art. 6.15); y 

Cuarto, el “derecho a presentar quejas, reclamaciones y recursos ante la Administra-
ción” (art. 4.16), con el correlativo deber de la Administración de “facilitar  la  presentación  
de  quejas,  recursos  o  reclamaciones  ante  la  propia Administración Pública” (art. 6.16). 

En todo caso, el detalle de la regulación del derecho a la defensa en la Ley de Procedi-
mientos Administrativos de la República Dominicana solo se reguló en el Título V relativo a 
la Potestad Sancionadora, en el cual se establecen los siguientes principios que conciernen a 
dicho derecho a la defensa:  

Primero, el derecho a ser notificado, que se concreta en la garantía del presunto respon-
sable “a ser notificado de los hechos imputados, de las infracciones que tales hechos puedan 
constituir y de las sanciones que, en su caso, se le puedan imponer, así como de la identidad 
de los instructores, de la autoridad competente para sancionar y de la norma jurídica que 
atribuya tales competencias”(art. 42.2). 
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Segundo, el derecho del presunto responsable de formular alegaciones y de usar “los 
medios de defensa procedentes, los cuales deberán ser considerados en la decisión del proce-
dimiento” (art. 42.3). 

Tercero, el derecho a la presunción de inocencia del presunto responsable, que debe ser 
garantizado por la Administración, “mientras no se demuestre lo contrario” (art. 42.6). 

Cuarto, el derecho del presunto responsable de que la carga de la prueba en el procedi-
miento administrativo sancionador, corresponde a la Administración (art. 43). 

Por último, como manifestación igualmente del derecho a la defensa, como lo exige el 
artículo 9.I de la Ley, “para garantizar la posibilidad de su fiscalización, quedará constancia 
escrita del contenido de los actos administrativos, incluidos los verbales, con identificación 
de sus responsables,” agregándose la previsión de la recurribilidad de los actos administrati-
vos que “pongan fin a un procedimiento, imposibiliten su continuación, produzcan indefen-
sión, lesionen derechos subjetivos o produzcan daños irreparables podrán ser directamente 
recurridos en vía administrativa” (art. 47).  

En consecuencia, los interesados tienen derecho, conforme al artículo 4.17 de la Ley “a 
interponer recursos ante la autoridad judicial sin necesidad de agotar la vía administrativa 
previa” (art. 4.17), con lo cual la ley dominicana opta por darle carácter optativo de los recur-
sos administrativos, que son el recurso de reconsideración y el recurso jerárquico. Por ello, el 
artículo 51 de la ley precisa que las personas, a su opción, pueden interponer los recursos 
administrativos o acudir directamente a la vía contenciosa administrativa. En caso de que se 
acuda a la vía judicial, ello hace perder la posibilidad de acudir a la vía administrativa. En 
caso de que se acuda a la vía administrativa, el interesado puede siempre desistir del mismo 
en cualquier estado a fin de promover la vía contenciosa, y además, siempre puede acudir a la 
vía judicial, mediante la interposición del recurso contencioso administrativo una vez que sea 
resuelto el recurso administrativo, o cuando haya transcurrido el plazo para decidir ( art. 51). 

V. EL RÉGIMEN GARANTISTA DEL DERECHO A LA DEBIDA RESOLUCIÓN DE 
LAS PETICIONES 

El procedimiento administrativo, como lo dispone expresamente el artículo 15.I de la 
Ley, tiene por finalidad esencial “garantizar el acierto de la decisión administrativa, al tiempo 
que se asegura la protección de los derechos e intereses de las personas,” de lo que deriva el 
derecho de los administrados “a una resolución justa de las actuaciones administrativas (art. 
4.4), con el correlativo deber de la Administración de “resolver con arreglo al ordenamiento 
jurídico del Estado” (art. 6.5). 

De ello deriva que los procedimientos deben necesariamente deben terminar, tanto los 
iniciados de oficio como los iniciados a petición de parte, en este caso, como garantía al 
derecho a la debida y oportuna respuesta que está declarado formalmente en el artículo 4.6 al 
disponer que los administrados tienen el “derecho a respuesta oportuna y eficaz de las autori-
dades administrativas” con el correlativo deber de la Administración de “responder eficaz-
mente a las solicitudes de las personas” (art. 6.7). 

Por ello, e independientemente de las otras formas de terminación del procedimiento  
administrativo reguladas en la Ley (desistimiento del solicitante, renuncia al derecho, impo-
sibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas, declaración de caducidad, celebra-
ción de un convenio, acuerdo o pacto), la forma normal y a la cual tiene derecho primario el 
administrado, sobre todo cuando es solicitante o peticionario, es la finalización del procedi-
miento administrativo mediante “la resolución, que debe dar respuesta congruente y razonada 
a todas las cuestiones planteadas en el mismo” (art. 28.a). 
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La resolución debe adoptarse, conforme lo indica el artículo 3.19 de la Ley en “plazo 
razonable que, en todo caso, no podrá superar los dos meses a contar desde la presentación de 
la solicitud en el órgano correspondiente, salvo que la legislación sectorial indique un plazo 
mayor.” Por ello, el artículo 4.3 de la Ley consagra como derecho de los administrados el 
“derecho a una resolución administrativa en plazo razonable,” siendo el correlativo, la obli-
gación de la Administración de “resolver los procedimientos en plazo razonable (art. 6.3). La 
consecuencia de ello, es que si la Administración no decide expresamente el procedimiento 
iniciado, en los mismos, incurre “en una inactividad administrativa contraria a derecho,” 
como lo declara el artículo 28.II de la Ley. En esos casos, el funcionario público que omitiere 
dar respuesta oportuna al procedimiento previamente iniciado compromete su responsabili-
dad personal, sin perjuicio del derecho de los interesados a la tutela judicial efectiva frente a 
la inactividad de la Administración. Y dicha inactividad, en todo caso, no exime en forma 
alguna a la Administración de resolver expresamente el procedimiento iniciado (art. 28.II). 
La Ley N° 107-13 no estableció directamente los efectos del silencio como acto tácito positi-
vo o negativo, y remitió a la ley la determinación de que la inactividad de la Administración 
en resolver el procedimiento dentro del lapso establecido en la ley, deba ser considerada 
como aceptación de la previa petición formulada por el interesado, es decir, el llamado silen-
cio positivo. Cuando se regule tal supuesto en leyes especiales, “la Administración deberá 
emitir, dentro de los cinco días siguientes, una constancia que indique tal circunstancia, sin 
perjuicio del derecho de los ciudadanos a la tutela judicial efectiva frente a la inactividad de 
la Administración. En estos casos la Administración sólo podrá resolver la previa petición en 
sentido desfavorable, previo procedimiento administrativo” (art. 28.II). 

Una de las regulaciones más importantes respecto de la resolución en los procedimien-
tos y quizás una de las manifestación más importante del derecho a la defensa, es la consa-
gración del derecho de los administrados “a la motivación de las actuaciones administrativas” 
(art. 4.2), con la obligación correlativa de la Administración de “motivar adecuadamente las 
resoluciones administrativas” (art. 6.2). La motivación de los actos administrativos, así, se 
considera “un requisito de validez de todos aquellos actos administrativos que se pronuncien 
sobre derechos, tengan un contenido discrecional o generen gasto público, sin perjuicio del 
principio de racionalidad” (art. 9.II), el cual, como hemos señalado, conforme al artículo 3.4 
de la Ley, “se extiende especialmente a la motivación y argumentación que debe servir de 
base a la entera actuación administrativa.”  

Sobre el contenido de las decisiones administrativas que ponen fin al procedimiento, 
además de su coherencia y racionalidad, la ley exige que las mismas sean proporcionales. Es 
decir, las resoluciones o decisiones administrativas “cuando resulten restrictivas de derechos 
o supongan un efecto negativo para las personas,” deben observar el principio de proporcio-
nalidad, de acuerdo con el cual:  

“los límites o restricciones habrán de ser aptos, coherentes y útiles para alcanzar el fin de in-
terés general que se persiga en cada caso; deberán ser necesarios, por no hallarse un medio 
alternativo menos restrictivo y con igual grado de eficacia en la consecución de la finalidad 
pública que pretenda obtenerse; y, finalmente, habrán de ser proporcionados en sentido es-
tricto, por generar mayores beneficios para el interés general y los intereses y derechos de los 
ciudadanos, que perjuicios sobre el derecho o libertad afectado por la medida restrictiva” 
(art. 3.9). 

Otros principios que rigen la actuación de la Administración, en particular, en relación 
con las decisiones administrativas, son los principios de la seguridad jurídica y de la confian-
za legítima. Sobre el primero, como lo indica el artículo 3.8 al referirse al “principio de segu-
ridad jurídica, de previsibilidad y certeza normativa,” el mismo exige que “la Administración 
se somete al derecho vigente en cada momento, sin que pueda variar arbitrariamente las 
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normas jurídicas y criterios administrativos”; y en cuanto al segundo, regulado en el artículo 
3.15 como “principio de confianza legítima” implica que la actuación administrativa debe ser 
siempre “respetuosa con las expectativas que razonablemente haya generado la propia Admi-
nistración en el pasado.” 

Debe mencionarse, por último, en relación con la resolución del procedimiento adminis-
trativo, en particular, del procedimiento de revisión cuando se ejerza un recurso administrati-
vo, sea el de reconsideración o el jerárquico, que el órgano competente para decidir un recur-
so administrativo puede confirmar, modificar o revocar el acto impugnado, así como ordenar 
la reposición en caso de vicios de procedimiento, sin perjuicio de la facultad de la Adminis-
tración para convalidar los actos anulables. Sin embargo, está prohibida en la Ley la reforma-
teo in pejes, en el sentido de que en ningún caso puede la Administración, al resolver el re-
curso administrativo, agravar la condición jurídica del interesado que interpuso el recurso 
(art. 52). 


